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SEÑOR (A)
JUZGADO 11 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
E. S. D.
 
 

             REF: DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA

                       DTE:  DARUIN DANILO SIERRA ACERO

DDO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES
RADICADO: 11001310501120210020900  
ASUNTO:  SUBSANACIÓN REFORMA DE LA DEMANDA 

Buena tarde de manera respetuosa me permito hacer llegar la subsanación de la
demanda inadmitida mediante    auto del 18 de octubre de 2023   notificado mediante
estado No. 170 del 19 de octubre de 2023

Cordialmente 

Germán Jimenez Nivia
Abogado de Consultas Bogotá
Tirado Escobar y Abogados
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SEÑOR (A)  

JUZGADO 11 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  

E. S. D. 

 

 

REF: DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  

DTE:  DARUIN DANILO SIERRA ACERO 

DDO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES 

RADICADO: 11001310501120210020900   

ASUNTO:  SUBSANACIÓN REFORMA DE LA DEMANDA  

 

ALVARO JOSE ESCOBAR LOZADA, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 

16.929.297, expedida en Cali, abogado en ejercicio, con Tarjeta Profesional No. 148.850 

del Consejo Superior de la Judicatura., en mi calidad de apoderado judicial principal de 

DARUIN DANILO SIERRA ACERO, quien se identifica con cédula de ciudadanía No. 

79573994,me permito subsanar la reforma de la demanda  inadmitida mediante auto del 18 

de octubre de 2023  notificado mediante estado No. 170 del 19 de octubre de 2023 así: 

 

1. En lo que tiene que ver con la integración de la demanda en un solo cuerpo me 

permito subsanar dicho error de la siguiente forma:  

 

ALVARO JOSE ESCOBAR LOZADA, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 

16.929.297, expedida en Cali, abogado en ejercicio, con Tarjeta Profesional No. 148.850 

del Consejo Superior de la Judicatura., en mi calidad de apoderado judicial principal de 

DARUIN DANILO SIERRA ACERO, quien se identifica con cédula de ciudadanía No. 

79573994,me permito en el proceso de la referencia y estando dentro del término legal, y 

de conformidad con el artículo 28 del Código Procesal del trabajo y de la seguridad social, 

a continuación me permito efectuar reforma de la demanda adicionando un nuevo apartado 

al acápite de las pruebas con el ánimo de solicitar pruebas testimoniales, así 

 

 

PRETENSIONES 

 

PRIMERO: Que se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, representada legalmente por JUAN MIGUEL VILLA LORA o por quien 

haga sus veces, a reconocer y pagar la sustitución pensional causada por el fallecimiento 

de JOSE PAULO SIERRA LANCHEROS  (q.e.p.d.), en favor del señor DARUIN DANILO 

SIERRA ACERO, en calidad de hijo invalido, a partir del día 18 de octubre del 2000. 

 

SEGUNDO: Que se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, representada legalmente por la Doctora JUAN MIGUEL VILLA LORA o 

por quien haga sus veces, a reconocer y pagar a la DARUIN DANILO SIERRA ACERO, 

los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993. 

 

TERCERO: Que si la entidad demandada se opone a la prosperidad de tal acción, solicito 

Señor Juez, sea condenada a pagar las costas y agencias en derecho que se generen por 

el presente proceso. 

CUARTO: Que se condene a la Entidad demandada a pagar a mí Poderdante todo derecho 

prestacional o pensional que llegare a probarse en el decurso del Proceso, con base en la 

facultad de extra ó ultrapetita que le asiste al Juzgador de Instancia. 

 



HECHOS 

 

1. JOSE PAULO SIERRA LANCHEROS (q.e.p.d.), quien en vida se identificaba con 

cedula de ciudadanía No. 20.137.891 es Padre de DARUIN DANILO SIERRA ACERO. 

 

2. El señor DARUIN DANILO SIERRA ACERO, mi mandante, padece de secuelas de 

poliomielitis desde la infancia, patología que desde siempre le ha limitado 

significativamente. 

 
3. JOSE PAULO SIERRA LANCHEROS  (q.e.p.d.), disfrutaba de una pensión reconocida 

por el ISS. 

 
4. mi poderdante convivio con su Padre hasta el día de su deceso.  

 
5. El señor DARUIN DANILO SIERRA ACERO, dependió económica y afectivamente de 

la causante dada sus condiciones de discapacidad e invalidez. 

 
6. Que el día 18 de octubre del 2000, falleció JOSE PAULO SIERRA LANCHEROS 

(q.e.p.d.).  
 

7. Mediante dictamen de calificación de invalidez No. 3420072 del 1 de noviembre de 

2019, COLPENSIONES, determino a mi poderdante una PCL del 53.8%, de origen 

común, estructurada el 7 de mayo de 2019. 

 
8. mi poderdante se presentó ante COLPENSIONES, a reclamar la prestación por 

sobrevivencia. 

 
9. Colpensiones a través de Acto Administrativo SUB 79553 del 25 de marzo de 2020, 

negó el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes reclamada por el señor 

DARUIN DANILO SIERRA ACERO. 

 
10. Fue base de la negativa por parte de la ARMP, que la fecha de estructuración de la 

invalidez de DARUIN DANILO SIERRA ACERO, consignada en el dictamen de 

calificación, es posterior al deceso del causante, para concluir que este no acreditaba 

la condición de hijo invalido. 

 

11. La situación de discapacidad de mi poderdante que hoy comporta una condición de 

invalidez, es preexistente a la muerte del causante, pues sus padecimientos y 

limitaciones datan desde la infancia, como lo soporta la historia clínica. 

 
12. En la ausencia de la causante, mi representada ve menguada sus posibilidades 

económicas, ante la falta del aporte pecuniario con que contribuía el causante. 

 

13. Mi representado tiene derecho a que le sea reconocida la Pension de sobrevivientes  

con ocasión del falleciente de su padre. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Me permito invocar las siguientes normas: 

 

Constitución Nacional, Preámbulo, Arts. 1, 4, 13,42, 48, 53 

Ley 100  de 1993 Arts. 46, 47 y 141.  

Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia Sala Laboral. 40055 de 2011, 41.637, 

45038, 41821 y 41821 de 2012.  



Todas las normas concordantes. 

 

 

RAZONES DE DERECHO 

 

Señor (a) Juez, la presente demanda está encaminada a probar que de mi poderdante, 

DARUIN DANILO SIERRA ACERO, dependió económicamente en vida de sus señor 

padre, pues desde la infancia padece de limitaciones o tiene una discapacidad, hoy 

calificada como invalidez al contar con una PCL de más del 50%, que no obstante a que el 

dictamen de calificación de invalidez consigna una fecha de estructuración de la misma, 

posterior inclusive a la fecha de deceso del causante, esta mera formalidad, no oculta la 

realidad, pues los registros clínicos son indicativos de que las patologías padecidas por mi 

apadrinada son preexistentes al óbito, de tal suerte que muy a pesar de que la entidad de 

seguridad social exija como requisito para ser beneficiario de la prestación por 

sobrevivencia la fecha de estructuración, en el caso concreto tenemos que los 

padecimientos datan de fechas muy anteriores a la registrada en el dictamen. 

 

En definitiva, considerando las exigencia de los artículos 46 y 47 de nuestro estatuto general 

de la seguridad social (ley 100 y las que la reglamentan, complementa, modifican o 

adiciona), en cuanto al punto específico de los beneficiarios por situación de invalidez, ya 

sean hermanos o hijos, deben ser tenidos como tales siempre que padezcan de una 

invalidez y hayan dependido del pensionado o del afiliado, sin más; de ahí que exigir otros 

requisitos a instancias de las actuaciones de las administradoras de pensiones es imponer 

una carga que la ley no ha contemplado. 

 

Sea lo primero señalar que la normatividad aplicable al caso en estudio, de acuerdo con la 

fecha de fallecimiento del señor JOSE PAULO SIERRA LANCHEROS  (q.e.p.d.), ocurrida 

el día 18 de octubre del 2000, son los artículos 46 numeral 1 y 47 literal a) de la ley 100 de 

1993.  

 

Los cuales rezan:  

“ARTÍCULO  46. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo común, que fallezca, 
y 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que este hubiere cumplido alguno 
de los siguientes requisitos: 

a. Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) 
semanas al momento de la muerte; 

b. Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos 
veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte. 

PARÁGRAFO. Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente artículo se tendrá 
en cuenta lo dispuesto en los parágrafos del artículo 33 de la presente Ley. 

ARTÍCULO  47. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 

b. Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para 
trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su 
muerte; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, mientras subsistan las 
condiciones de invalidez.  

De acuerdo con los artículos transcritos mi poderdante tiene pleno derecho a que le sea 

reconocida la sustitución pensional con ocasión del fallecimiento de JOSE PAULO SIERRA 



LANCHEROS  (q.e.p.d.), toda vez que el fallecido causó  su derecho pensional en cabeza 

de sus beneficiarios y DARUIN DANILO SIERRA ACERO convivió con él dependiendo 

económica y afectivamente, como se desprende de la prueba documental aportada al 

proceso y como se probará con la testimonial solicitada, cumpliendo el requisito exigido por 

la ley y respaldado por la jurisprudencia de la corporación de cierre de la jurisdicción 

ordinaria laboral, y teniendo en cuenta que la normatividad que regula el caso no exige una 

fecha de estructuración, como si lo está exigiendo la entidad de seguridad social. 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Laboral, se ha referido a 

las situaciones como la de marras fijando un derrotero a seguir, en la sentencia STC7544-

2016 Radicación n.° 11001-22-10-000-2016-00036-02 del nueve (9) de junio de dos mil 

dieciséis (2016): 

““b) Como sujeto de especial protección Orlando Mesa Quintero, representado por su 
hermana Ángela Mesa (aquí accionante), ante la muerte del padre, pensionado de la 
Gobernación de Cundinamarca, y de quien dependía económicamente dada su situación de 
discapacitado, procedió a solicitar el reconocimiento de la sustitución pensional a la que tiene 
derecho. 
 
Tal pretensión encuentra sustento en lo dispuesto por el legislador en la Ley 100 de 1993 
modificada por la 797 de 2003, que en su artículo 13 literal c), señala que son beneficiarios 
de la pensión de sobrevivientes «(…) los hijos inválidos si dependían económicamente del 
causante, esto es, que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las condiciones 
de invalidez»;  situación que para su consolidación requiere que el interesado acredite: i) 
parentesco; ii) calificación de invalidez y iii) dependencia económica respecto del causante; 
sin que haya lugar a realizar exigencias adicionales por parte de las entidades que integran 
el Sistema de Seguridad Social en pensiones, pues proceder de manera contraria implica 
poner un obstáculo que conduce al desconocimiento de los derechos al debido proceso, 
mínimo vital y vida digna del reclamante. 
 
En esta precisa materia el máximo órgano constitucional, ha señalado que: 
 
En nuestra legislación la sustitución pensional se encuentra regulada en la Ley 100 de 1993, 
modificada por la Ley 797 de 2003 “Por la cual se reforman algunas disposiciones del sistema 
general de pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre los 
Regímenes Pensionales exceptuados y especiales” que prescribe en su artículo 12 lo 
siguiente: 
 
“Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán derecho a la pensión de 
sobrevivientes: 
 
1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común 
que fallezca y, 
 
2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste 
hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente 
anteriores al fallecimiento”. 
 
Por su parte, el literal c) del artículo 13 de la Ley 797 de 2003, que modifica los artículos 47 
y 74 de la Ley 100 de 1993, señala quiénes son los beneficiarios de la pensión de 
sobreviviente. Al respecto prescribe, entre otros: 
 
Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son beneficiarios de la pensión de 
sobrevivientes: 
 
“c) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, 
incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del 
causante al momento de su muerte, siempre y cuando acrediten debidamente su condición 
de estudiantes; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, 
que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para 
determinar cuándo hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el artículo 38 de la Ley 
100 de 1993”. (Subrayado fuera del texto original)» (C. Constitucional T-730/2012).”. 



La jurisprudencia constitucional ha precisado los requisitos que deben acreditarse cuando 

se pretenda el reconocimiento de la sustitución pensional: (i) la relación filial; (ii) la situación 

de discapacidad y que la misma hubiese generado pérdida de la capacidad laboral igual o 

superior al 50%; y (iii) la dependencia económica del hijo en situación de invalidez con el 

causante de la prestación. según la jurisprudencia constitucional estos son los únicos 

requisitos que se pueden exigir para reconocer una pensión de sobrevivientes o el derecho 

a la sustitución pensional, de ahí que, resulte inadmisible requerir otros, la H. Corte 

Constitucional al analizar un caso con un contenido esencial idéntico al presente, mediante 

sentencia T-273-18, dijo: 

Sobre el cumplimiento de los requisitos legales para acceder a la sustitución pensional, es 

preciso destacar que el literal c) del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 establece que uno de 

los beneficiarios son los hijos en situación de invalidez, si dependían económicamente del 

causante, es decir, que no tienen ingresos adicionales y mientras subsista tal condición. Tal 

como se explicó con anterioridad en esta sentencia, de dicho artículo se desprenden tres 

requisitos: (i) la relación filial; (ii) la situación de discapacidad y que la misma hubiese 

generado pérdida de la capacidad laboral igual o superior al 50%; y (iii) la dependencia 

económica del hijo en situación de invalidez con el causante de la prestación. 

En el caso bajo estudio, se encuentra acreditado: 

 El parentesco, pues el peticionario allegó el registro civil de nacimiento de su hermana Yomaira y el registro civil de 

defunción de su padre. Además, tal relación civil fue admitida por la entidad accionada, al resolver la solicitud 

reconocimiento de la sustitución pensional y los recursos interpuestos. 

La dependencia económica, como consta en las distintas declaraciones juramentadas que confirmaron esta 

circunstancia, y que evidencian la gravedad del estado económico de Yomaira después del fallecimiento de su padre. 

Cabe resaltar que en ningún momento Colpensiones puso en tela de juicio tal dependencia. 

En cuanto al estado de invalidez, se tiene que Yomaira cuenta con una pérdida de capacidad laboral del 65% en virtud 

del diagnóstico de esquizofrenia paranoide que padece. Si bien, el dictamen estableció como fecha de estructuración el 

15 de agosto de 2013, esto es, un momento posterior a la muerte de su padre, de la apreciación conjunta del acervo 

probatorio, en especial, la historia clínica aportada por el accionante, se evidencia que su representada desde el año 

1990 fue diagnosticada con hebefrenia[63], circunstancia que concuerda con el hecho de que no ha podido laborar 

debido a esa enfermedad, como se corrobora con las distintas declaraciones juramentadas que se adjuntaron al proceso. 

De ahí que, las pruebas allegadas permiten constatar que la incapacidad para trabajar de Yomaira es preexistente al 

deceso del causante. 

Así, se encuentran acreditados los requisitos legales para acceder a la sustitución pensional  

consagrados en el literal c) del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 en el caso de Yomaira 

Castro Difilippo en su condición de hija en situación de discapacidad y dependiente 

económica del causante. 

En sentencia T-370-17, dijo la máxima autoridad de la jurisdicción de lo constitucional: 

Finalmente, lo que se discute es el estado de invalidez, pues a pesar de que la actora cuenta 

con una pérdida de capacidad laboral del 50.96%, la fecha de estructuración dada en la 

calificación es del 2 de febrero de 2016, esto es, un día después de la muerte de su hermana. 

De esta manera, la invalidez sería un hecho sobreviniente al fallecimiento, imposibilitando, 

en principio, la obtención la pensión. 

Sin embargo, en el caso bajo estudio, se advierte que la accionante padece de hipoacusia 

neurosensorial bilateral, dolencia que, acorde con el concepto rendido por medicina legal, es 

una enfermedad crónica y progresiva. La historia clínica allegada por la actora evidencia que 

ha sufrido dicho padecimiento por más de 20 años, circunstancia que concuerda con el 

hecho de que no ha podido laborar debido a esa enfermedad, como se corrobora con las 

distintas declaraciones juramentadas que se allegaron al proceso. 

Teniendo en cuenta lo anterior, cabe traer a colación la jurisprudencia reseñada en el 

numeral 3.7.2 de esta providencia, relacionada con la forma como debe realizarse la 

evaluación del momento en que se estructura la invalidez en los casos de enfermedades 



crónicas, degenerativas o progresivas, en las cuales la fecha de estructuración no siempre 

coincide con el momento en que la persona pierde la aptitud para trabajar o para continuar 

laborando. Al respecto, se ha dicho que ese momento puede ser posterior o anterior a la 

fecha que se señale el dictamen, para lo cual, como elementos de juicio, se pueden tener la 

historia clínica o los dictámenes técnicos que se hayan realizado.   

En el caso sub-judice, las pruebas allegadas permiten constatar que la incapacidad para 

trabajar de la señora Rosalina Marulanda Ortiz es preexistente al fallecimiento de su 

hermana. Ello se deriva de los siguientes elementos de juicio: 

a.- El dictamen de pérdida de capacidad laboral señala que las dos enfermedades que 

padece la actora, esto es, la hipoacusia neurosensorial bilateral y la hipertensión arterial 

esencial, son padecimientos que vienen de tiempo atrás. 

Así las cosas, resulta claro que el demandante, señor DARUIN DANILO SIERRA ACERO, 

tiene derecho a acceder a la sustitución pensional causada por el fallecimiento de su padre 

el señor JOSE PAULO SIERRA LANCHEROS  (q.e.p.d.), conforme lo establece el artículo 

47 de la ley 100 de 1993. 

 

Respecto de los Intereses moratorios 

 

El artículo 141 de la Ley 100 de 1993, expresa que “A partir del 1º de enero de 1994, en 

caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta ley, la entidad 

correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y 

sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que 

efectúe el pago.”  

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en sentencia del 24 

de febrero de 2016, radicación 72552, ha reiterado la jurisprudencia respecto del carácter 

resarcitorio de los intereses moratorios, expresando que: 

 

“Conforme al criterio  reiterado y pacífico de esta Sala,  los intereses moratorios previstos 

en el art. 141 de la L. 100/1993 deben ser impuestos siempre que haya retardo en el pago 

de las mesadas pensionales, independientemente de la buena o mala fe en el 

comportamiento del deudor, o de las circunstancias particulares que hayan rodeado la 

discusión del derecho pensional en las instancias administrativa, en tanto se trata 

simplemente del resarcimiento económico encaminado a  aminorar los efectos adversos 

que produce al acreedor la mora del deudor en el cumplimiento de las obligaciones. De 

ahí que esta Colegiatura ha estimado que la naturaleza de los referidos intereses es 

resarcitoria y no sancionatoria. (CSJ SL, 23 sept. 2002, rad. 18512)". 

 

Dicha postura ha sido plasmada en múltiples providencias, entre ellas, en sentencias CSJ 

SL, 1 mar. 2011, rad. 44710, CSJ SL 13 jun. 2012, rad 42783, CSJ SL, 13 jun. 20912, rad. 

42783, CSJ SL843-2013, CSJ SL-867-2013, CSJ SL-7893-2015 y CSJ SL-10522-2015. 

 

La demandada adeuda los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, por 

la tardanza en el reconocimiento y pago de las mesadas pensionales, intereses que, valga 

la pena decir, son resarcitorios no sancionatorios. 

 

 

PRUEBAS  



  

DOCUMENTALES 

 

Respetuosamente Señor Juez, solicito que se valoren y tengan como pruebas los siguientes 

documentos: 

 

1. Copia de la cédula de ciudadanía de mi poderdante. 

2. Copia del registro civil de defunción del causante. 

3. Copia del registro civil de nacimiento. 

4. Copia del dictamen de calificación de invalidez, en el mismo se anota en la sustentación 

que las patologías son desde la infancia. 

5. copia de la resolución SUB 79553 del 25 de marzo de 2020. 

6. Copia del acta de declaración juramentada rendida por mi mandante. 

 

PRUEBAS  

 

TESTIMONIALES 

 

Comedidamente me permito solicitar a Usted que se fije hora y fecha para que rindan 

testimonio sobre la convivencia y las condiciones de tiempo, modo y lugar de la demandante 

con el causante, a las siguientes personas: 

 

TALERO PINZON JOSE ARISTOBULO, identificado con Cedula de Ciudadanía No. 17.181.715, 
quien se puede notificar en la calle 63 sur # 70 I-80, en Bogotá, Bajo la gravedad de 
juramento manifiesto que desconozco el correo electrónico del testigo.  
 
JIMENEZ RODRIGUEZ ARMINTA, identificada con Cedula de Ciudadanía No. 41.624.272, 
quien se puede notificar en la calle 63 sur # 87- 46, en Bogotá, Bajo la gravedad de 
juramento manifiesto que desconozco el correo electrónico del testigo.   
 

Las preguntas las formularé oralmente en la audiencia que para tal fin programe el 

despacho o en pliego que contenga las mismas, entregadas en la Secretaría en los términos 

contemplados por el artículo 202 del Código General del Proceso, aplicable por analogía al 

Procedimiento del Trabajo y de la Seguridad Social. 

 

EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS 

 
 
Comedidamente, solicito al despacho que, por economía procesal se anexen a la 

contestación de la demanda todos los documentos del expediente del asegurado fallecido, 

JOSE PAULO SIERRA LANCHEROS  (q.e.p.d.), que se encuentran en poder de la 

demandada. 

PROCEDIMIENTO Y CUANTÍA 

 

Corresponde a ésta demanda el procedimiento ordinario laboral de primera instancia y la 

cuantía la estimo en suma superior a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes.  

ANEXOS 

Adjunto los siguientes: 

 



1. Los documentos indicados al referir la prueba documental. 

2. Poder para actuar. 

3. Copias de la demanda y los anexos para el traslado a la entidad demanda.  

4. Copia de la y los anexos en medio físico y magnético para para el traslado a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

NOTIFICACIONES 

1. Mi mandante las recibirá en la DIAGONAL 45A #13G- 69 SUR, Bogotá. 
niichols1993@gmail.com 
 

2. La entidad demandada y su representante legal podrán ser notificadas en la 
Carrera 10  No. 72-33 Torre B piso 11 Bogotá D.C.  
 

3. A la suscrita apoderada en la Calle 12 B # 8-23 oficina 714, en Bogotá. PBX 
7460863, Email PROCESOS@tiradoescobar.com. 

 

De usted, señor (a) Juez, con todo respeto, 

 
ALVARO JOSE ESCOBAR LOZADA  

C.C. No. 16929297 

T.P. No. 148850  del C.S. de la J.  
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